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PRESENTACIÓN


¿Acaso es posible ser abogado y comprender poco de abogacía? Aunque el cuestionamiento pudiera parecer absurdo, en México es usual que durante la formación profesional no se atienda el estudio de cuestiones tan importantes como el secreto profesional o la defensa de la defensa.


El dominio de las leyes y su interpretación, el desarrollo de habilidades de argumentación con sustento en la doctrina clásica y moderna, son algunas aptitudes notoriamente meritorias en un abogado, aunque nunca suficientes. Y es que en el foro, algunos abogados destacan por su conocimiento y experiencia en materia fiscal, penal o laboral, o bien en áreas de mayor especialización, como derecho marítimo, aéreo o espacial, pero muy pocos, poquísimos en realidad, han destacado por el estudio metódico de los asuntos que son inherentes a la abogacía, su historia y sus instituciones, los presupuestos deontológicos que la regulan, la responsabilidad social que le corresponde acoger y sus mecanismos de protección. Uno de ellos es Oscar Cruz Barney, investigador del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, quien ha publicado innovadores textos jurídicos sobre abogacía como parte de una de sus múltiples líneas de investigación. Además de ser profesor universitario, Cruz Barney ha participado activamente en diversos colegios de abogados y organismos internacionales de la abogacía.1 Su tarea profesional y académica en pro de la profesión le han valido diversas condecoraciones y distinciones,2 todo lo cual complementa con un notable ejercicio profesional en materia de comercio internacional y arbitraje.


El autor de esta obra ha desarrollado por años un estudio preciso y sistemático de los grandes temas que involucran a la abogacía, habiendo participado en foros y reuniones convocados por la academia, los colegios de abogados, y destaca su participación en foros y mesas de trabajo organizados por el Senado y la Presidencia de la República.


En 2015 se llevaron a cabo las audiencias públicas sobre el fomento a la calidad de los servicios de los profesionales del derecho,3 con la participación de más de cuarenta instituciones nacionales e internacionales, bajo un cuidado programa, enriquecido por expertos internacionales como el doctor Carlos Andreucci, entonces presidente del Consejo de Colegios y Órdenes de Abogados de Mercosur y Expresidente de la Federación Argentina de Colegios de Abogados, el doctor Luis Martí Mingarro, quien fue presidente de la Unión Iberoamericana de Colegios y Agrupaciones de Abogados (UIBA); la doctora Sonia Gumpert Melgosa, decana del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid; J. D. Paulette Brown, presidenta de la Asociación de Barras de los Estados Unidos (American Bar Association); el doctor Jacques Bouyssou, encargado de Relaciones Internacionales de la Orden de Abogados de París; Stephan Goecken, director ejecutivo de la Barra Federal Alemana; la doctora Gloria María Borrero Restrepo, directora ejecutiva Excelencia en la Justicia; el doctor Luis Fernando Ruiz Ramírez, presidente del Tribunal de Honor del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala, y el profesor Stephen Ferruolo, decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de San Diego, San Diego, California.


La participación de académicos, organizaciones de la sociedad civil, universiades, autoridades federales y locales, así como, por supuesto, de los colegios de abogados fue notable, destacando entre otros las de la Asociación Nacional de Universidades e instituciones de Educación Superior (ANUIES); el Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE); la Escuela Libre de Derecho; el Instituto Tecnológico Autónomo de México; la Universidad Nacional Autónoma de México; la entonces Procuraduría General de la República; la Secretaría de Gobernación; la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; la Dirección General de Profesiones de la Secretaría de Educación Pública; la Suprema Corte de Justicia de la Nación y, por, supuesto, el Ilustre y Nacional Colegio de Abogados de México, La Barra Mexicana, Colegio de Abogados, así como la Asociación Nacional de Abogados de Empresa, Colegio de Abogados. De dichas ponencias ha quedado constancia en las versiones estenográficas, cuestionarios formulados a los ponentes, videos y opiniones vertidas por diversos senadores de la República y una cobertura en prensa, que no fue menor.


Estos trabajos fueron un complemento de gran provecho para la elaboración del proyecto de la Ley General para el Ejercicio de la Abogacía, todo lo cual se perfiló con las conclusiones de la mesa 4 de los diálogos por la Justicia Cotidiana convocados por la Presidencia de la República, a los cuales fueron convocados más de doscientos participantes. Específicamente la mesa 4, relativa a la mejora de la enseñanza y del ejercicio del derecho, abordó temas como la certificacion de conocimientos, al igual que la incorporación de la ética en la profesión jurídica y los mecanismos mixtos para premiar y sancionar la práctica de la abogacía y uno más para garantizar la práctica de los estudiantes durante la carrera para desarrollar competencias y habilidades profesionales.4


La Ley General para el Ejercicio de la Abogacía responde a una necesidad urgente, y que consiste en regular los servicios jurídicos como elemento fundamental del sistema de impartición de justicia en México, siendo la ética y la actualización profesional los dos pilares del desempeño de los abogados en México. De esta forma, será posible que la abogacía ocupe en nuestro país el lugar que le corresponde como responsable en buena medida de la vigencia del Estado de derecho.


Al plantear transformaciones para el correcto ejercicio de la abogacía, en primer lugar puede advertirse que la actual regulación es limitada y obsoleta, y es inadmisible que la profesión continúe desempeñándose bajo un nulo control ético y un control técnico que no va más allá de la titulación, suponiendo así que los conocimientos son permanentes, sin considerar el dinamismo del derecho, y como si la actividad legislativa y la jurisprudencia fueran inexistentes.


De esta manera, en este Proyecto se abordan cuestiones como el control ético, la certificación periódica, el examen de acceso al ejercicio profesional, la pasantía regulada, y otros más, que seguramente serán enriquecidos y perfeccionados con el auxilio y la generosa participación de muy diversos sectores de la abogacía.


El Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, por conducto de Oscar Cruz Barney, con las aportaciones de los colegios de abogados que han hecho suyo este empeño, presentan una propuesta de Ley General para el Ejercicio de la Abogacía, sustentada en una investigacion exhaustiva, que se nutre de una vasta y meticulosa bibliografía, con lo cual se busca responder a una importante deuda para los justiciables y el Estado de derecho: contar con mejores abogados ética y tecnicamente regulados.


Alfonso PÉREZ-CUÉLLAR M.
Ciudad de México, octubre de 2019




INTRODUCCIÓN


En los últimos años hemos participado en esfuerzos muy importantes para regular adecuadamente el ejercicio de la abogacía en México, ya sea restableciendo la colegiación obligatoria o bien normando diversos aspectos del ejercicio profesional que nos acerquen a esa meta. Es fundamental que la abogacía mexicana se acerque a la realidad imperante en los foros donde se regula adecuadamente la profesión, lejos del abandono en el que se encuentra en nuestro país. Pensemos en la iniciativa presentada al Senado de la República en 2010 y avalada por los tres partidos políticos mayoritarios, que terminó siendo “congelada” y posteriormente desechada por el simple paso del tiempo. Posteriormente, la iniciativa presentada en 2014, de reforma a los artículos 5o., 28 y 73 constitucionales, que respondió a la urgente necesidad de colegiar a diversas profesiones, especialmente a la abogacía, que tampoco dio fruto, y que hoy tendría a la abogacía en una mejor posición frente a las presiones de toda índole que sufre.


La colegiación obligatoria es claramente la mejor manera, acreditada por la experiencia internacional más que centenaria, de controlar el desempeño ético de los colegiados, y, con ello, como imperativo ético también, la necesaria certificación de los conocimientos jurídicos. Es además la forma más eficiente de proteger al secreto profesional de los abogados1 y asegurar la defensa de la defensa.2


En tanto se restablece la colegiación obligatoria, es necesario contar con un registro nacional de cédulas profesionales, con disposiciones éticas generales aplicables a toda la abogacía colegiada o no y con mecanismos ya sea mixtos o en manos de la abogacía de control ético profesional, con exámenes de acceso a la profesión, con pasantías reguladas y con mecanismos que impulsen el correcto ejercicio profesional. Muchas personas hemos trabajado por mejorar la regulación y el ejercicio de la abogacía en México, de manera voluntaria y gratuita en todos los casos, en pro de una mejor abogacía mexicana.


El ejercicio del derecho en México se encuentra en el más lamentable estado de desregulación y descuido por parte del Estado mexicano y de la profesión misma; pareciera no importar que es en manos de los abogados en donde se encuentra la seguridad jurídica, el patrimonio, la libertad y el derecho de defensa de miles y miles de ciudadanos que diariamente se enfrentan con problemas de todo tipo. Resulta evidente que no importa cuántas reformas se hagan al sistema de impartición de justicia si no se reforma profundamente el ejercicio de la abogacía y con ella de la formación y desempeño ético profesional de los abogados, no se obtendrán logros adecuados y trascendentes y privarán esquemas de cabildeo y manejo de medios para presionar el éxito en los asuntos, por encima del conocimiento técnico-jurídico y la calidad ética profesional.


Por décadas se ha inculcado en la mente de los abogados mexicanos que su libertad e independencia depende de no colegiarse, ¡nada más absurdo y contradictorio!, pues es justamente la colegiación lo que garantiza esa independencia y libertad en el ejercicio de la profesión, al posibilitar de manera efectiva la defensa del colegiado ante presiones e injerencias externas, tanto del Estado como de otros elementos fácticos del poder. Véanse las experiencias en España, Francia, Italia, Alemania y en tantos países que gozan del privilegio de contar con una abogacía colegiada éticamente regulada.


La colegiación obligatoria por otra parte no viola la libertad de asociación, “ya que protege a quienes acuden a los servicios de un profesionista, garantizándole la adecuada formación y control ético profesional del mismo. La colegiación obligatoria constituye una garantía ciudadana…”.3 Como se señaló en su momento en la exposición de motivos de la Iniciativa Creel:


La colegiación obligatoria, como requisito exigido por la Ley para el ejercicio de una determinada profesión, no constituye una vulneración del principio y derecho de liberad de asociación ya sea activa o pasiva, ni tampoco un obstáculo para la elección profesional, en razón de los intereses públicos vinculados al ejercicio de aquellas profesiones relacionadas con la vida, la salud, la seguridad, la libertad y el patrimonio de las personas.
En efecto, la colegiación obligatoria debe establecerse en vista de la necesidad de proteger, en primer lugar y de manera principal, el interés colectivo sobre el interés particular, ya que resulta indiscutible que se requieren profesionistas adecuadamente formados, sujetos a una normatividad que regule claramente su actividad profesional y a una entidad que supervise el correcto desarrollo de su actividad profesional.
La colegiación obligatoria constituye una garantía ciudadana que se justifica no en atención a los derechos de los profesionistas, sino como una forma de beneficiar los intereses de los destinatarios de sus servicios, que tendrán la posibilidad de defenderse ante eventuales abusos y de exigir que los servicios profesionales se presten de manera ética y eficaz. Sin embargo, no sería posible garantizar una ética profesional uniforme, una formación continua adecuada y una respuesta profesional eficiente, sin la colegiación profesional.


Es precisamente a través del contacto con las organizaciones internacionales de abogacía como se puede conocer la realidad de otros foros, que distan mucho del mexicano. Se trata de foros bien organizados que la abogacía mexicana debe conocer y aspirar a mejorar. La adecuada regulación del ejercicio profesional, y en su caso la colegiación obligatoria, son más fáciles de entender y asumir si se conoce la existencia y funcionamiento de las asociaciones y organismos internacionales de la abogacía. Lo que es incomprensible es una abogacía aislada de la realidad internacional, desregulada y sin controles éticos de ningún tipo.


Una abogacía colegiada asegura una profesión organizada y con una sola voz, en donde la normatividad que regule su comportamiento ético se aplique a todos. La colegiación obligatoria sólo traerá beneficios para la formación de los abogados y oportunidades para el desarrollo de planes y programas de estudio. Las universidades y centros de estudio deben ver en la colegiación obligatoria y en la correcta regulación de la abogacía una oportunidad de desarrollo educativo fundamental.


La colegiación obligatoria, lejos de crear “cotos de poder” se asegura precisamente de que éstos no existan: asegura el acceso democrático a los colegios, la transparencia, la equidad de género. Ahora hemos redactado una propuesta de Ley General para el Ejercicio de la Abogacía que debemos impulsar en beneficio de la sociedad, del país y de la abogacía misma. Una propuesta que apunta a la dirección correcta, que es el restablecimiento de la colegiación obligatoria. Entiéndase que una abogacía colegiada es una abogacía digna, normada éticamente y certificada periódicamente en sus conocimientos. La terrible experiencia de casi 150 años de ausencia de todo control ético y de conocimientos al ejercicio profesional han dado los resultados nefastos que vemos hoy en día: una abogacía desarticulada, pulverizada y a merced de los elementos y actores reales de poder. Una abogacía que desconoce sus responsabilidades y sus privilegios en favor de la sociedad, que vulnera el secreto profesional, que prohíja asociaciones y colegios que no cumplen con su verdadera función.


La colegiación obligatoria de la abogacía es un instrumento necesario para restaurar el Estado de derecho en nuestro país; no es la panacea, claro está, ni pretende serlo, pero sí es un paso en la dirección correcta. En tanto se restablece, debemos dar los pasos de regulación y organización necesarios para reconstruir a la abogacía que alguna vez tuvimos y que dejamos perder, siguiendo siempre los principios fundamentales de la profesión: independencia, secreto profesional, prohibición de conflictos de interés, competencia, dignidad, probidad, lealtad, diligencia, respeto profesional, respeto al Estado de derecho y otros,4 que muchos abogados profesan y mantienen.


Desde hace décadas se han publicado estudios sobre los abogados y el papel de los colegios de abogados en el control ético y mejora profesional del abogado. Su lectura es de la mayor relevancia para un mejor conocimiento del alcance de los cambios positivos que la colegiación obligatoria y la adecuada regulación representan. Desde el famoso discurso sobre la abogacía de Hénri-François d’Aguesseau5 y la obra de J. Molierac,6 hasta obras más recientes, como los trabajos de Luis Martí Mingarro,7 Antonio Hernández-Gil Álvarez-Cienfuegos,8 Yves Avril,9 Remo Danovi,10 Jean-Luc Forget y Marie-Anne Frison-Roche,11 Miguel Grande Yañez,12 Fernand Payen,13 Rafael Del Rosal,14 Nelson Sánchez Stewart,15 J. R. Pardo Gato,16 Rogelio Pérez-Perdomo,17 Ruy Barbosa,18 Marcos E. Azerrad,19 José Manuel Martín Bernal,20 Tomás Vives Anton,21Juan Manuel Rozas Bravo,22Eloy Moreno Tarrés,23 Roberto Serrano Amado,24 Nancy Vernengo Pellejero,25 Manuel Camas,26 Armando Bustamante,27 José Armando Seco,28 Luis María Díez Picaso,29 Lucien Karpik,30 Jean-Jacques Taisne,31 Christian Bessy,32 Hilda Garrido Suárez,33 Claude G. Leduc,34 Joël Moret-Bailly,35 Louis Assier-Andrieu,36 Didier Truchet,37 Thierry Wickers,38 Thierry Revet,39 Jean-François Henrotte,40 Alexandre Cassart,41 Francis Gervais,42 Sylvie F. Lévesque,43 Jean-Claude y Stéphane Woog,44 Édouard de Lamaze y Christian Pujalte,45 Olivier Duhamel y Jean Veil,46 Gioachino Magrone47 y un largo etcétera.


Pese a la enorme relevancia del tema, en México la literatura jurídica sobre abogacía y su regulación ética y profesional es escaza sobre todo en comparación con lo publicado en Francia o en España, lo que es una muestra del limitado interés en una correcta regulación de su ejercicio y en la problemática de su desarrollo. Esto es una muestra del poco contacto que existe por parte de la abogacía mexicana con el entorno internacional y con los organismos internacionales, con la realidad de la abogacía adecuadamente organizada, éticamente regulada y colegiada.


Podemos encontrar así textos que se refieren directamente al tema o bien lo abordan de manera tangencial, así los trabajos de Javier Quijano Baz,48Mauricio Atri,49Ángela Aparisi Miralles,50Agustín Soto,51Adriana Berrueco García,52 José Campillo Sáinz,53 Ignacio Carrillo Prieto,54 Karlos Artemio Castilla Juárez,55 Héctor Fix-Fierro,60 Fernando Pérez Hurtado,57 Elisa Speckman Guerra,58 Carlos De Buen Unna,59 Francisco Icaza Dufour,60 Ernesto Flores Zavala,61 Dora García Fernández,62 Javier Saldaña,63 Guillermo A. Gatt Corona,64 Francisco González Rodríguez,65 José de Jesús Gudiño Pelayo,66 Felipe Ibáñez Mariel,67 Angel Landoni Sosa,68 Iván Lázaro Sánchez,69 Erik Iván Matamoros Amieva,70 María Solange Maqueo Ramírez,71 Rafael Márquez Piñeiro,72 Alejandro Mayagoitia,73 Jaime Moreno Taravilla,74 Oscar Müller Creel,75 Marina del Pilar Olmeda García,76 Juan Manuel Ortega Maldonado,77 Guillermo Pacheco Pulido,78 Sara Pérez Kasparian,79 Ismael Rodríguez Campos,80 Iliana Rodríguez Santibañez,81 Jesús Sotomayor Garza,82 Arturo Schroeder Cordero,83 Armando Bustamante Cedillo,84 Salvador Cárdenas Gutiérrez,85 María del Refugio González,86 Carlos Loperena,87 Macedonio Vázquez Castro,88 Roberto Ibáñez Mariel,89 y los de quien esto escribe.90




CAPÍTULO PRIMERO


EL ENTORNO INTERNACIONAL: ORGANISMOS INTERNACIONALES DE ABOGACÍA, CONDECORACIONES, DISTINCIONES Y PREMIOS POR BUENA PRAXIS


En diversos foros internacionales la abogacía se encuentra sujeta a controles éticos y de formación profesional que le permiten ejercer su función con total independencia y libertad. La colegiación obligatoria impera y permite conocer el número de abogados en ejercicio, sus necesidades de defensa y atender su realidad social. Ahí donde hay colegiación obligatoria y control ético profesional, la abogacía ocupa los primeros lugares de confianza del público.91 En México, conforme al INEGI, la respetabilidad de los abogados estaba en 2013 con una calificación de 6.5, que bajó a 6.3 en 2017, así que seguir haciendo lo mismo no nos llevará sino al fracaso profesional.92


Por otra parte, se premia e impulsa a la abogacía que actúa éticamente, que participa en acciones de defensa y mejoramiento del foro respectivo, local o internacional.


En Europa, países como Alemania, Austria, Bélgica, Bulgaria, Chequia, Chipre, Dinamarca, España, Estonia, Eslovenia, Eslovaquia, Irlanda, Italia, Finlandia, Francia, Grecia, Inglaterra y Gales, Letonia, Lituania, Luxemburgo, Hungría, Holanda, Polonia, Portugal, Rumanía y Suecia tienen colegiación obligatoria. Tras la adhesión de Malta a la Unión Europea, se están planteando introducir la colegiación obligatoria. La gran mayoría de los Estados miembros de la UE mantienen un único título profesional para ejercer las funciones que corresponden a los abogados, y este título profesional se obtiene mediante colegiación en un organismo profesional independiente en todos los países de la UE, con la única excepción de Malta. El derecho de la Unión, en las directivas sectoriales, define al abogado como “toda persona, nacional de un Estado miembro, habilitada para el ejercicio de su actividad profesional con uno de los títulos reconocidos por su legislación nacional”.93


Sólo a manera de ejemplo tengamos presente la regulación europea sobre ejercicio profesional. En el derecho comunitario europeo encontramos diversas disposiciones que atienden a la problemática del libre acceso a los servicios y su relación con los servicios jurídicos en lo particular y con la colegiación obligatoria. Pensemos en tres directivas que interesan a este respecto:




1.La Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, del 12 de diciembre de 2006 relativa a los servicios en el mercado interior.94


2.La Directiva 98/5/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, del 16 de febrero de 1998 destinada a facilitar el ejercicio permanente de la profesión de abogado en un Estado miembro distinto de aquel en el que se haya obtenido el título.95


3.La Directiva del Consejo de las Comunidades Europeas 77/249/ CEE, del 22 de marzo de 1977.96





Asimismo, para el caso de España, del Real Decreto 607/1986, del 21 de marzo, de desarrollo de la Directiva del Consejo de las Comunidades Europeas del 22 de marzo de 1977, encaminada a facilitar el ejercicio efectivo de la libre prestación de servicios de los Abogados,97 y el Real Decreto 936/2001, del 3 de agosto, por el que se regula el ejercicio permanente en España de la profesión de abogado con título profesional obtenido en otro estado miembro de la Unión Europea.98


En el continente americano hay colegiación obligatoria o bien exámenes de acceso a la profesión ante el colegio o barra de abogados; así, en Canadá, Estados Unidos, Guatemala, Brasil y Argentina. Tenemos entonces que los principales socios comerciales de México mantienen entonces colegiación obligatoria o examenes de acceso a la profesión de sus abogacías, mientras en el país la abogacía esta casi totalmente desregulada.99


Existen por otra parte diversas organizaciones internacionales que agrupan a colegios de abogados y a abogados en lo individual:




a)La Union Internationale des Avocats.


b)La Unión Iberoamericana de Colegios y Agrupaciones de Abogados.


c)La International Bar Association.


d)La Federación Interamericana de Abogados y


e)El Consejo de Barras y Asociaciones de Abogados de Europa, entre otros.





I. ORGANISMOS INTERNACIONALES


1.La Union Internationale des Avocats (UIA)


La Union Internationale des Avocats (UIA) o Unión Internacional de Abogados es una asociación internacional que reúne a más de 2,000 miembros individuales y 200 colegios de abogados, federaciones y asociaciones repartidas en más de 110 países.100 Reúne también a profesionales del derecho, jueces, académicos y estudiantes de derecho.


Como organización internacional de abogados, la UIA tiene como idiomas de trabajo el francés, el inglés y el español. De hecho un mexicano ha sido presidente de la organización, el abogado Miguel Estrada Sámano. Quien fuera Presidente de la Barra Mexicana Colegio de Abogados y miembro destacado del Ilustre y Nacional Colegio de Abogados de México.


Los estatutos101 de la UIA establecen que la Asociación afirma en su artículo 2o. su carácter universal al agrupar colegios de abogados, abogados del mundo entero y sus organizaciones profesionales, en el respeto de la diversidad de los sistemas jurídicos y culturales, así como en el respeto y la defensa de los derechos humanos.


El objeto social de la UIA, con independencia de toda consideración política o confesional es:




1.Promover, en interés del justiciable, los principios esenciales de la profesión de abogado en el mundo, especialmente la independencia y la libertad.


2.Promover el desarrollo de la ciencia jurídica en todos los ámbitos y facilitar la formación de los abogados y demás profesionales del derecho.


3.Contribuir al establecimiento de un orden jurídico internacional basado en el principio de justicia entre las naciones, por el derecho y por la paz.


4.Defender a los abogados y demás profesionales del derecho, estudiar en común los problemas relativos a su estatuto y organización profesionales, especialmente en el contexto internacional.





La sede social de la Asociación se encuentra en París,102 y puede ser trasladada por decisión de la Asamblea General.


Conforme al artículo 5o. de los Estatutos de la UIA, ésta se integra de la siguiente forma:




a)Miembros individuales.


b)Miembros colectivos.


c)Miembros individuales asociados.


d)Miembros colectivos asociados.


e)Miembros de honor.





Pueden ser miembros individuales de la Asociación los abogados que ejerzan su profesión de conformidad con su legislación nacional y con los principios expresados en los artículos 2o. y 3o. de los Estautos de la UIA que se refieren a la misión y objeto social de la organización.


Pueden ser miembros colectivos, siempre que sus dirigentes sean libremente elegidos y respeten los principios contenidos en el artículo 3o. de los Estatutos:




1.Las organizaciones nacionales (colegios, asociaciones y otros) a los que el abogado deba pertenecer obligatoriamente así como aquellas otras cuya pertenencia no sea obligatoria en la medida en que tengan una amplia representación. Cabe destacar que en el caso de México, son miembros de la UIA el Ilustre y Nacional Colegio de Abogados de México y la Barra Mexicana, Colegio de Abogados.


2.Organizaciones nacionales que agrupen colegios de abogados y organizaciones locales.





Pueden ser miembros individuales asociados de la Asociación, profesores de derecho, jueces, todo profesional del derecho que ejerza el derecho como actividad principal y que aporte justificación de sus títulos en derecho y los estudiantes de derecho. Esto en la medida en que su actividad no sea incompatible con los principios que rigen la profesión de abogado.


Pueden ser miembros colectivos asociados de la Asociación las organizaciones internacionales de abogados ampliamente representativas y las organizaciones, tanto nacionales como internacionales, de profesionales del derecho.


Pueden ser miembros de honor las personas físicas y jurídicas a las que la Asamblea General confiera este título, previa propuesta del Comité de Dirección, como consecuencia del interés mostrado hacia la UIA y de su contribución particular a su desarrollo y proyección.


La UIA emite resoluciones relacionadas con las preocupaciones a las que hace frente la abogacía a nivel mundial, y ofrece, durante todo el año seminarios y distintos eventos de formación continua en varios países. Publica asimismo la prestigiada revista Juriste International, con contenidos en francés, español e inglés.


La UIA debe defender, y lo hace, a todos los abogados perseguidos o amenazados en el mundo a través de acciones de concienciación y defensa. Ha estado siguiendo casos ocurridos en Arabia Saudí, Bielorrusia, República Democrática del Congo, Siria, Túnez, Turquía y otros más.


Desde 1971, la UIA en su calidad de organización no gubernamental (ONG), posee un estatus consultivo especial ante las Naciones Unidas y el Consejo de Europa. Está representada en las principales sedes de las Naciones Unidas (Nueva York, Ginebra y Viena). Posee además un escaño en el Consejo Consultivo del Tribunal Penal Internacional para la ex-Yugoslavia.103


Los principales órganos de la UIA, que determinan los objetivos de la asociación, adoptan las reglas de su gestión y velan por el respeto de los principios de la UIA, son:




—La Asamblea General.


—El Comité de Dirección.


—El Consejo de Presidencia.





El Comité de Dirección es el órgano ejecutivo de la UIA y tiene como misión el velar por la aplicación de las resoluciones adoptadas por la Asamblea General y el Consejo de Presidencia, además de procurar el buen funcionamiento de la asociación. La Asamblea General elige al Comité de Dirección.


El Consejo de Presidencia tiene la misión de definir los ejes de estrategia de la asociación. Adopta los presupuestos, las reglas de funcionamiento y las resoluciones que se le someten.


Finalmente, la Asamblea General, compuesta por todos los miembros de la UIA que se encuentren al corriente en el pago de sus cuotas es la máxima instancia de la asociación. Todos los miembros colectivos e individuales presentes o representados durante la celebración de la Asamblea General tienen derecho a voto.


Los presidentes de los comités nacionales, los representantes nacionales y los secretarios regionales asumen la representación geográfica de la UIA. Su objetivo consiste en ampliar la presencia de la UIA en sus respectivos países o regiones, además de garantizar la relación entre los miembros de su zona y la Dirección de la UIA. En el caso de México existe un Comité Nacional.


Finalmente, podemos señalar que en el seno de la UIA existe el Senado Internacional de los Colegios de Abogados (SICA), que constituye un órgano consultivo creado en 1994. Se reúne al menos una vez al año, especialmente durante el congreso anual de la UIA, y en cada reunión, los presidentes de los colegios de abogados y las organizaciones profesionales de abogados a nivel local, nacional e internacional tratan problemas de actualidad referentes al derecho, a la ética y a los valores fundamentales de la profesión jurídica.104


Los miembros mexicanos de la UIA son:


Colegios:




—La Asociación Nacional de Abogados de Empresa, ANADE.


—La Barra Mexicana, Colegio de Abogados.


—El Ilustre y Nacional Colegio de Abogados de México.





Los miembros individuales se pueden consultar en los directorios anuales que publica la UIA.



2. La Unión Iberoamericana de Colegios y Agrupaciones de Abogados (UIBA)105



La Unión Iberoamericana de Colegios y Agrupaciones de Abogados (en adelante UIBA) nace en noviembre de 1976 siendo decano del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid y presidente del Consejo General de la Abogacía Española don Antonio Pedrol Rius, convocó a la abogacía iberoamericana a la celebración del I Congreso Iberoamericano de Colegios y Agrupaciones de Abogados, que se celebró en el Palacio de Justicia en Madrid los días 5 a 8 de noviembre, tras una audiencia con el rey don Juan Carlos I.


El mundo Iberoamericano ya contaba con experiencias previas de cooperación y coordinación de su abogacía; pensemos en la Unión Latinoamericana de Abogados y en la Federación de Abogados de los países del Pacto Andino.


Es en este congreso donde se procede a constituir a la UIBA como organización de carácter internacional, que se sumó a las ya existentes Union Internationale des Avocats UIA creada en 1927, a la Federación Interamericana de Abogados (FIA), fundada el 16 de mayo de 1940 y al Consejo de la Abogacía Europea CCBE nacida en 1960.


Cabe destacar que el Consejo General de la Abogacía Española, en sesión del 5 de octubre de 1974, había acordado la iniciación de los trabajos para el proyecto de constitución de una Unión Iberoamericana de Abogados. El abogado José Luis Segimón Escobedo le sugirió al decano del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid aprovechar esta Unión Iberoamericana de Abogados, adaptarla y modificar sus estatutos a los nuevos objetivos planteados de una Unión Iberoamericana de Colegios de Abogados.


Así, se convocó al I Congreso Iberoamericano de Colegios y Agrupaciones de Abogados, que se celebraría en Madrid en 1976, con la asistencia de las abogacías de Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Perú, Ecuador, Colombia, Guatemala, Costa Rica, Venezuela, México, Portugal y España, la adhesión de Brasil, Nicaragua, la Federación de Abogados de los Países del Pacto Andino y la Unión Latinoamericana de Abogados.


Don Antonio Pedrol Rius resultó electo presidente de la UIBA, y sería sucedido por el actual don Luis Martí Mingarro, electo en 1992.


La UIBA, que tiene el estatus de organismo consultivo de la Organización de Naciones Unidas,106 ha celebrado hasta la fecha veinte congresos en ciudades como Granada (España), Santa Cruz de la Sierra (Bolivia), Punta del Este (Uruguay), Fortaleza (Brasil), Lima (Perú), Río Grande (Puerto Rico), Panamá (Panamá) y otros. En México se han celebrado dos congresos: el primero (que sería el III Congreso por su orden), del 27 al 29 de octubre de 1980, y el segundo (que sería el XIX por su orden) del 20 al 24 de abril de 2010, organizado por el Ilustre y Nacional Colegio de Abogados de México como parte de las conmemoraciones de su 250 aniversario.


Actualmente la UIBA tiene los siguientes cargos:


Presidente:


Doctor Carlos Andreucci (Argentina)


Vicepresidentes:


Doctor Roberto Busato (Brasil)


Doctor Luís Ortíz Quiroga (Chile)


Doctora Carmen Luz Consuegra (Colombia)


Licenciado Alfonso Pérez-Cuellar (México)


Doctor Juan Carlos Arauz Ramos (Panamá


Fue en el XVII Congreso de la UIBA celebrado en 2006 donde se decidió modificar los estatutos de la organización para crear la figura del Senado de la UIBA, constituido por aquellos juristas designados por la presidencia de entre los que hayan ostentado representación institucional en la misma, otorgándose a los elegidos la consideración de congresistas de pleno derecho y la asistencia a las sesiones del Consejo de Delegados.


El Senado de la UIBA se integraba por los siguientes abogados: doctor Alfonso Clavijo, doctor Alfredo Rojas, doctora Amparo Paciello; doctor Andrés Guerrero, doctor Antonio Alonso Lasheras, doctor Antonio Pires de Lima, doctor Aristóteles Atheniense, licenciado Arnoldo Ortiz Moscoso, doctor Carlos-Alberto Vásquez, doctora Carmen Herrera, doctor Denis Gallardo, doctor Didier Carranza, doctor Eduardo Lapenne, doctor Héctor Furlong, doctor Hernán Delgado, doctor Hugo César Figari, licenciado José Alberto Alvarez, doctor Julio Fontanet, doctor Martín Belaunde, doctor Miguel Estrada, doctor Moisés Tambini, doctor SalvadorNelson García Córdoba, doctor Nicolás Castro Benítes, doctor Oscar Cruz Barney, doctor Oscar Huerta, doctor Pedro Mantellini, doctor Rafael Veloz, doctor Raúl Lozano, doctor Reynaldo Peters, doctor Rogério Alves, doctor Ronald Herbert y el doctor Ulises Montoya.


Entre los temas que ocupan a la UIBA está el tema del arbitraje, que ha sido motivo de las preocupaciones de la UIBA desde los primeros congresos. Así, en el II Congreso celebrado en Venezuela en 1979, al que acudió la Comisión Interamericana de Arbitraje Comercial, se aprobó una ley-tipo de arbitraje para los países hispano-luso-americanos.


En varios congresos posteriores el tema del arbitraje ha sido recurrente, como ha sucedido en el de México en 1980, Panamá en 1982, Quito en 1983, Perú en 2002, Panamá en 2006 y, desde luego, en el celebrado recientemente en México en 2010, en Panamá en 2012, y nuevamente en México en 2016.


Los colegios de abogados mexicanos incorporados a la UIBA son la Asociación Nacional de Abogados de Empresa ANADE, la Barra Mexicana, Colegio de Abogados y el Ilustre y Nacional Colegio de Abogados de México.


3.La International Bar Association (IBA)


La International Bar Association, IBA, tiene su sede en la ciudad de Londres, Inglaterra.107 Fue constituida en 1947 por representantes de 34 colegios y barras de abogados reunidos en Nueva York el 17 de febrero de ese año, y reúne no solamente a abogados en lo individual, sino a asociaciones y colegios profesionales. Tiene una amplísima membrecía de más de quinientos mil abogados y doscientos colegios y asociaciones, si bien no fue sino hasta 1970 cuando se admitieron a miembros individuales.108 Cabe mencionar que esta asociación tiene un Comité de Estudiantes que permite el ingreso de los mismos a la IBA.109


Los colegios y barras de abogados que integran la IBA forman parte del Consejo de la asociación que emite resoluciones y lineamientos en apoyo del ejercicio profesional.


La IBA tiene dos divisiones: la de práctica jurídica y la de temas de interés público y profesional, con la idea de cubrir todas las áreas de interés propio de la abogacía internacional. La División de práctica jurídica actúa a través de secciones y de los más de setenta comités110 en los que se dividen dichas secciones. La División de temas de interés público y profesional integra a la Comisión dedicada a asuntos colegiales, al Instituto de Derechos Humanos y a diversos comités dedicados a temas de interés gremial.


La IBA tiene un amplio número de publicaciones, organiza conferencias (la décima se llevó a cabo en México en 1964)111 y demás actividades atingentes al desarrollo de las profesiones jurídicas.112


La Comisión dedicada a asuntos colegiales constituye un foro de discusión y análisis de los temas que preocupan a los colegios y barras de abogados.113


El Instituto de Derechos Humanos de la IBA, con la finalidad de promover, proteger y hacer valer los derechos humanos en un estado de derecho, así como para preservar la independencia de la judicatura y la abogacía a nivel mundial.114


Los objetivos de la IBA son:




1.Promover el intercambio de información entre los colegios y barras de abogados a nivel mundial.


2.Apoyar la independencia de los jueces y el derecho de los abogados a una práctica libre de la profesión.


3.Apoyar el desarrollo de los derechos humanos a través del Instituto de Derechos Humanos.





Cabe señalar que dos colegios de abogados de México son miembros de la IBA: la Asociación Mexicana de Abogados A. C. y la Barra Mexicana Colegio de Abogados, A. C.115


4.La Federación Interamericana de Abogados (FIA)


La Federación Interamericana de Abogados fue constituida en 1940 en el contexto ideológico de la Segunda Guerra Mundial. Tiene su sede en Washington, D. C.,116 y ha sido presidida ya en diversas ocasiones por destacados abogados mexicanos:


Carlos Sánchez Mejorada (1944-1945)


Licio Lagos (1971-1972)


José Luis Siqueiros (1984-1985)117


Jorge de Presno Arizpe (2008-2009)118


Conforme a los estatutos de la FIA, los propósitos de la Federación Interamericana de Abogados son:




1.Establecer y mantener las relaciones entre asociaciones de abogados y otras organizaciones de abogados, tanto a nivel nacional como a nivel local, en los diversos países del hemisferio occidental, con el propósito de crear un foro apropiado para el intercambio de ideas;


2.Desarrollar la ciencia del derecho en todos sus aspectos, especialmente en el campo del derecho comparado; promover el desarrollo progresivo del derecho y la armonización de la legislación dentro de la región, de manera de lograr uniformidad cuando esto sea apropiado; así como promover la difusión de un mayor entendimiento del Derecho;


3.Promover el estado de derecho y el mejoramiento de la administración de justicia por medio del establecimiento y el mantenimiento de sistemas judiciales independientes en todos los países del hemisferio;


4.Promover por medio de los métodos descritos anteriormente, y a través de medios jurídicamente factibles compatibles con el compromiso democrático de la Federación, la preservación y defensa de los derechos humanos y las libertades de los pueblos del hemisferio, que fluyen de los principios democráticos sobre los que se establecieron sus países;


5.Buscar la dignificación y el fortalecimiento ético de los abogados, así como fomentar las relaciones profesionales entre los abogados del hemisferio, y


6.Reunir a sus miembros en conferencias periódicas a fin de considerar asuntos de interés para la profesión legal y cumplir los objetivos de la Federación.





El artículo 4o. de los Estatutos de la FIA establece que podrán ser miembros de la Federación:


a. “Asociaciones Nacionales”, “Asociaciones Locales” y “Otras Organizaciones de Abogados”, las cuales, habiendo cumplido con los requisitos pertinentes, hayan sido debidamente admitidas como miembros.


b. “Asociaciones Fundadoras”, que son asociaciones de abogados que han sido asociaciones fundadoras de la FIA.


c. “Asociaciones Correspondientes”, que son asociaciones de abogados que representan a un país o a un grupo de abogados fuera del hemisferio, y cumplen con los requisitos establecidos en los Estatutos.


d. “Miembros Institucionales”, que son firmas (estudios, bufetes) de abogados que cumplen con los requisitos establecidos en los Estatutos.


e. “Miembros Individuales”, que son abogados que gozan de buena reputación en países del hemisferio, quienes luego de cumplir con los requisitos de ingreso hayan sido debidamente admitidos como miembros.


f. “Miembros Asociados Individuales Correspondientes”, que son abogados que gozan de buena reputación y ciudadanos y residentes de países fuera del hemisferio, que cumplan con los requisitos establecidos en estos Estatutos.


g. “Miembros Honorarios”, que son abogados distinguidos, quienes por decisión del Consejo han sido admitidos como miembros honorarios en reconocimiento de sus logros profesionales y su servicio a la FIA. El número de miembros honorarios y las circunstancias de su elección serán establecidas por el Consejo.


Las asociaciones miembros se clasifican de la siguiente manera:


a. El término “Asociación Nacional” quiere decir una asociación de abogados de un país independiente o de un territorio auto-gobernado u otra entidad política autogobernada, que:




1.Es la representante reconocida a nivel nacional de la mayoría de asociaciones de abogados de ese país, territorio o entidad política, o


2.Ha sido oficialmente designada por las leyes de ese país, territorio o entidad política como la asociación nacional de abogados, o


3.Cuando en un país, territorio autónomo, o entidad autónoma política con gobierno propio, no hubiera una asociación nacional de conformidad con los criterios señalados), entonces el Consejo podrá designar como asociación nacional a la asociación de abogados en ese país, territorio o entidad que cuente con la mayor cantidad de miembros u otra asociación de abogados en ese país, territorio o entidad, con el propósito de representarlo en la Conferencia y en el Consejo. Salvo que esté claramente indicado de otra manera en el contexto, se entenderá que todas las referencias hechas en estos estatutos a las “Asociaciones Nacionales” incluyen a las asociaciones designadas de conformidad con los Estatutos de la FIA.





b. Cada “Asociación Nacional” que reúna los requisitos indicados en los Estatutos de la FIA tendrá todas las atribuciones, derechos y obligaciones que le corresponden a las asociaciones nacionales de acuerdo con los estatutos.


c. Si después de que una asociación local u otra asociación de abogados haya sido miembro fundador de la FIA y se le haya reconocido como asociación nacional se presenta una asociación nacional de abogados calificada para formar parte de la FIA, esta última asociación, luego de presentar la solicitud requerida, podrá ser admitida, por medio del voto mayoritario del Consejo, como una asociación nacional con el estatus de representante del país, territorio, o entidad en cuestión. En tal caso, la asociación fundadora original será designada como una “Asociación Fundadora” con derecho a representación separada en cada Conferencia, con un voto en la Asamblea General y un asiento en el Consejo.


d. El término “Asociación Fundadora” significa una asociación miembro fundadora de la FIA, que ya no es una asociación nacional, que esté al día en el pago de cuotas como miembro de la Federación.


e. El término “Asociación Local” quiere decir una asociación de abogados de un estado, provincia, territorio, ciudad o cualquier otra subdivisión política de un país independiente o de un territorio autogobernado o entidad política autogobernada, que no representa a los abogados de todo el país, territorio o entidad.


f. El término “Otras Organizaciones de Abogados” incluye a los grupos de abogados nacionales y locales de este hemisferio que se dedican a áreas especializadas del derecho, así como también otros grupos que el Consejo de la Federación determine.


g. El término “Asociación Correspondiente” encierra a aquellas asociaciones de abogados que representan a países o grupos de abogados ubicados fuera de la región de América o el Caribe.


h. El término “Miembros Institucionales” se refiere a firmas [bufetes, estudios] de abogados cuyos miembros son abogados de buena reputación, interesados en la profesión legal y en el ejercicio del derecho en países del hemisferio.


Por su parte, los miembros individuales se clasifican:


a. Los “Miembros Menores” son abogados que tienen menos de cinco años en la práctica profesional del derecho.


b. Los “Miembros” son abogados que tienen cinco o más años en la práctica profesional del derecho, pero que no han sido miembros de la FIA por lo menos cinco años consecutivos.


c. Los “Miembros Mayores” son abogados que tienen cinco años o más en la práctica profesional del derecho y que han sido miembros de la FIA al menos cinco años consecutivos.


d. Los “Miembros Vitalicios” son abogados que han sido elevados a esta categoría, quienes han sido miembros de la FIA por lo menos veinte años, y que hayan pagado las cuotas establecidas de acuerdo con los propios estatutos.


e. Los “Miembros Estudiantes” son personas que están terminando sus dos últimos años de estudios de derecho o que han terminado sus estudios legales, pero que aún no han sido admitidos al ejercicio profesional. Se aclara que nadie puede ser miembro estudiante por más de tres años.


f. “Otros Miembros”. El Consejo podrá establecer categorías especiales de miembros individuales cuyo apoyo financiero a la FIA amerite un reconocimiento especial. Dichas categorías incluyen a “Miembros Contribuyentes” y “Miembros Patrocinadores”, pero no se limitan sólo a esas categorías.


En cuanto a las autoridades de la FIA, conforme al artículo 20 de los Estatutos las Asociaciones Nacionales y las Asociaciones Fundadoras, así como los miembros individuales cuando se encuentren reunidos en Asamblea General, constituirán la autoridad suprema de la Federación.


Los asuntos de la Federación serán administrados por el Consejo y por el Comité Ejecutivo. Los funcionarios de la Federación son: el presidente, el primer vicepresidente, el presidente anterior, el secretario general, el secretario, el tesorero, el relator general y otros funcionarios que puedan designarse de acuerdo con los Estatutos.


Cabe destacar que solamente la Barra Mexicana, Colegio de Abogados, aparece como colegio de abogados mexicano miembro de la FIA. Las escuelas y facultades de derecho mexicanas asociadas a la FIA son la Facultad de Derecho la Universidad La Salle, A. C., la Escuela Libre de Derecho, la Facultad de Derecho de la Barra Nacional de Abogados, S. C. y la Facultad de Derecho de la Universidad Pontificia de México.119


Actualmente la presisdencia y conducción de la FIA se integra de la siguiente manera:


Juan Carlos Esquivel-Favareto, Costa Rica – presidente


Roberto Flores de la Rosa, México – primer vicepresidente


Ulises Montoya Alberti, Perú – presidente anterior


Nancy Teresa Anzoategui, Argentina – secretaria general


Diego Peralta, Chile – secretario


Marco Antonio Sagastume Gemmell, Guatemala – tesorero


Antonio Tejeda Encinas, España (Spain) – relator general


Los miembros del Comité Ejecutivo son:


Juan Carlos Esquivel-Favareto, Costa Rica


Roberto Flores de la Rosa, México


Ulises Montoya Alberti, Perú


Nancy Teresa Anzoátegui, Argentina


Diego Peralta, Chile


Marco Antonio Sagastume G., Guatemala


Antonio Tejeda Encinas, España (Spain)


María Gloria Bobadilla, Paraguay


Alejandro A. Solano, El Salvador


Elio Castrillo, Venezuela


Ramiro Garcia Falconi, Ecuador


Manuel Cedeño Miranda, Panamá


Existe un Capítulo Mexicano de Miembros Individuales cuyo presidente actualmente es el licenciado Roberto Flores de la Rosa; anteriormente lo fue el licenciado Juan Rivero Legarreta.120


5.El Consejo de Barras y Asociaciones de Abogados de Europa (CCBE)


En septiembre de 1960 a propósito de la celebración de un congreso de la Union Internationale des Avocats (UIA) en Basilea, Suiza, los participantes de la UIA discutieron la necesidad de un organismo representativo que actuara en interés de los abogados ante la Comunidad Económica Europea (CEE).121


Los abogados europeos acordaron establecer un organismo. de representantes de los entonces seis Estados miembros de la CEE. Las delegaciones adoptaron el nombre de: “El Comité Consultivo de Barras y Asociaciones Nacionales de los Seis Estados de la CEE (reunido por la UIA)”, que finalmente se simplificó al “Consejo de Barras y Asociaciones de Abogados de Europa”, manteniendo la abreviatura francesa, “CCBE”.


Se reconoce la CCBE como la voz de la abogacía europea. Representa, a través de sus miembros, a más de un millón de abogados europeos. En este sentido, la membresía de CCBE incluye a colegios y asociaciones de abogados de 45 países de la Unión Europea, el Espacio Económico Europeo y de Europa en general. La organización consta de 32 países miembros, tres asociados y diez observadores. Es reconocido por las instituciones de la UE, la Comisión Europea y el Parlamento Europeo, así como otras organizaciones nacionales e internacionales que consultan regularmente a CCBE sobre cuestiones o legislación que afectan los intereses de los abogados en Europa.


El CCBE representa a la abogacía europea en sus intereses comunes ante las instituciones europeas y otras instituciones internacionales. Actúa como enlace entre sus miembros y las instituciones europeas, organizaciones internacionales y otras organizaciones de abogacía de todo el mundo.


Las misiones más destacables del CCBE son:


La regulación de la profesión.


La defensa del Estado de derecho.


Los derechos humanos.


Los valores democráticos.


Áreas de especial preocupación incluyen el derecho de acceso a la justicia, la digitalización de los procesos de justicia, el desarrollo del Estado de derecho y la protección del cliente a través de la promoción y defensa de los valores fundamentales de la profesión.


II. LAS CONDECORACIONES ESPECÍFICAS PARA ABOGADOS


Existen condecoraciones, distintivos o distinciones y premios para abogados que son de especial relevancia en el mundo iberoamericano y en México.122 El tema de los privilegios ganados por la abogacía y su relevancia social ha sido tratado en diversas ocasiones. Ya en 1764 Don José Berní y Catalá reunió en su célebre obra Resumen de los privilegios, Gracias y Prerrogativas de los Abogados Españoles, 52 privilegios que le corresponden a los abogados, entre ellos, los más ilustrativos de la importancia de nuestra profesión y de la colegiación son los siguientes:123




1.Que el abogado es muy esencial para la vida humana en lo político.


2.Que la abogacía es un ministerio público. Ya en las Siete Partidas se establecía que el oficio de abogado es muy provechoso para ser mejor librados los pleitos sobre todo cuando los abogados son buenos y actúan lealmente.124


3.Que el ser abogado es dignidad.


4.Que por la abogacía se consigue honor y gloria y a sus profesores se les llama clarísimos.


5.Que al abogado no se le da tormento.


6.Que los abogados están exentos de ir a la guerra.


7.Que los libros de los abogados no se pueden embargar por deuda civil.


8.Que los privilegios concedidos a la abogacía son irrenunciables.





Otros privilegios los destacaría Juan José Turbiano en 1840125 y más recientemente Javier Quijano Baz con motivo de su incorporación a la Academia Mexicana de Jurisprudencia y Legislación.126


Es importante tener presente que a los abogados y relatores novohispanos se les concedió por real cédula de Carlos III fechada el 13 de junio de 1772, una gracia especial, consistente en el derecho a utilizar en sus togas puños de encaje de bolillo o puños de gasa, privilegio sólo reservado a las altas autoridades eclesiásticas, y que se conserva actualmente en las sesiones togadas del Ilustre y Nacional Colegio de Abogados de México.127 En España los utilizan los jueces y las juntas de gobierno de los ilustres colegios de abogados exclusivamente. Cabe destacar que en la real cédula correspondiente se prohibió a los escribanos el uso de los puños mencionados.128


En México no existe una condecoración a nivel nacional que sea especial para premiar o reconocer la tarea de jueces y abogados; de hecho, si bien existen diversos premios nacionales o estatales, como condecoración para civiles, solamente existe en el país la Condecoración Miguel Hidalgo.129


Conforme al artículo 34 de la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1975, la Condecoración Miguel Hidalgo es la más alta presea que otorgan los Estados Unidos Mexicanos a sus nacionales, para premiar méritos eminentes o distinguidos, conducta o trayectoria vital ejemplar, relevantes servicios prestados a la patria o a la humanidad, o actos heroicos. La Condecoración “Miguel Hidalgo” consta de cuatro grados y las siguientes preseas:


I. Collar:




a)Por actos heroicos de difícil repetición, si quien los lleva a cabo ha observado conducta ejemplar;


b)Por servicios prestados a la patria o a la humanidad, cuando sean de trascendencia extraordinariamente benéfica.





II. Cruz:




a)Por méritos eminentes;


b)Por conducta destacadamente ejemplar;


c)Por los casos previstos en la fracción anterior, cuando no alcancen las características en ella previstas, siempre que tengan suficiente relevancia.





III. Banda




a)Por méritos distinguidos;


b)Por conducta cuya ejemplaridad convenga hacerla del conocimiento público.





IV. Placa:




a)Por méritos que no alcancen la relevancia prevista en las fracciones anteriores.





El otorgamiento de la Condecoración “Miguel Hidalgo” no está sujeto a periodicidad ni a convocatoria ni a límite de beneficiarios. Podrá promoverse en cualquier tiempo y por cualquier persona física o moral; pero merecerán preferente atención las promociones de los gobiernos de las entidades federativas, de los ayuntamientos, de las universidades y centros de enseñanza superior y de las instituciones y asociaciones de servicio social.


Es claro que puede otorgarse a jueces y abogados también por sus méritos en el área respectiva, mas no es una condecoración ad hoc para la abogacía, muestra sin duda del poco aprecio que se le tiene a la profesión y a la judicatura en el país.


Dos condecoraciones para abogados destacan en el mundo hispánico por su prestigio y seriedad:
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